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4.4.2.2. Trascripción de las disposiciones acusadas  
 
 

LEY 589 DE 2000 

 
Diario Oficial No. 44.073, de 7 de julio de 2000 
 
Por medio de la cual se tipifica el genocidio, la desaparición forzada, el 
desplazamiento forzado y la tortura; y se dictan otras disposiciones. 

 
ARTICULO 10. ADMINISTRACION DE LOS BIENES DE LAS PERSONAS 
VICTIMAS DEL DELITO DE DESAPARICION FORZADA. La autoridad judicial 
que conoce o dirige el proceso por el delito de desaparición forzada, podrá 
autorizar al cónyuge, compañero o compañera permanente, a alguno de los 
padres o de los hijos del desaparecido para que provisionalmente asuman la 
disposición y administración de todos o parte de sus bienes, en cuanto fueren de 
su manejo exclusivo. Quien sea autorizado, actuará como curador de 
conformidad con las leyes civiles sobre la materia.  
 
El funcionario judicial remitirá estas diligencias a la autoridad competente, quien 
adoptará en forma definitiva las decisiones que considere pertinentes.  
 
PARAGRAFO 1o. La misma autoridad judicial podrá autorizar a quien actúe 
como curador para que continúe percibiendo el salario u honorarios a que tenga 
derecho el desaparecido, hasta por el término de dos (2) años, si este fuera un 
servidor público.  
 
PARAGRAFO 2o. Igual tratamiento tendrá, hasta tanto se produzca su libertad. 
El servidor público que sea sujeto pasivo del delito de secuestro.  
 
Sin perjuicio de la extinción de la acción penal o terminación del proceso por 
cualquier causa, en el delito de desaparición forzada de personas, el Estado 
tiene la obligación permanente de realizar todas las acciones necesarias 
tendientes a establecer el paradero de la víctima, conocer sobre las razones de 
su desaparición e informar sobre ello a sus familiares. 

 

LEY 986 DE 2005 
 
Por medio de la cual se adoptan medidas de protección a las víctimas del 
secuestro y sus familias, y se dictan otras disposiciones 

 
ARTÍCULO 2o. DESTINATARIOS DE LOS INSTRUMENTOS DE 
PROTECCIÓN. Los instrumentos que esta ley consagra tienen por objeto 
proteger a la víctima del secuestro, a su familia y a las personas que dependan 
económicamente del secuestrado. Asimismo, los instrumentos de protección 
definidos en los Capítulos I y IV del Título II de esta ley tendrán aplicación para el 
caso de la empresa unipersonal cuyo titular sea una persona secuestrada.  
 
Para los efectos de esta ley, cuando se utilicen las expresiones "secuestrado" y 
"víctima de secuestro", se entenderá que se hace referencia a la víctima de un 
delito de secuestro, según se desprenda del proceso judicial adelantado por la 
autoridad judicial competente  



 
ARTÍCULO 26. El artículo 23 de la ley 282 de 1996 quedará así:  
 
"Artículo 23. Declaración de ausencia del secuestrado. El proceso de declaración 
de ausencia de una persona que ha sido víctima de secuestro se adelantará ante 
el juez de familia del domicilio principal del ausente en cualquier momento 
después de la ocurrencia del secuestro y hasta antes de la declaratoria de 
muerte presunta.  
 
"Estarán legitimadas para ejercer la curaduría de bienes, en su orden, las 
siguientes personas: el cónyuge o compañero o compañera permanente, los 
descendientes incluidos los hijos adoptivos, los ascendientes incluidos los padres 
adoptantes y los hermanos. En caso de existir varias personas en el mismo orden 
de prelación, el juez, oídos los parientes, elegirá entre ellas la que le pareciere 
más apta, y podrá también, si lo estima conveniente, elegir más de una y dividir 
entre ellas las funciones.  
 
"La demanda podrá ser presentada por cualquiera de las personas llamadas a 
ejercer la curaduría y en ella se incluirá la relación de las demás personas de 
quienes se tenga noticia sobre su existencia y que en virtud de lo dispuesto en el 
presente artículo podrían ejercerla. La declaración se entenderá rendida bajo la 
gravedad del juramento. A la demanda deberá anexarse la certificación vigente a 
que hace referencia el artículo 5o de la presente ley. Se podrá actuar 
directamente sin necesidad de constituir apoderado judicial.  
 
"En el auto admisorio de la demanda se procederá a nombrar curador de bienes 
provisional a la persona llamada a ejercer el cargo, pero si se rechaza el encargo, 
o no se presentare ninguna persona legitimada para ejercerlo, o si de común 
acuerdo todas las personas que tienen vocación jurídica para ejercer la curaduría 
lo solicitan, el juez podrá encargar la curaduría a una sociedad fiduciaria que 
previamente haya manifestado su interés en realizar dicha gestión.  
 
"El juez que no se ciña al procedimiento aquí señalado o que de cualquier 
manera actúe en contravención a lo dispuesto en el presente artículo, incurrirá en 
causal de mala conducta.  
 
"En lo no previsto en el presente artículo se aplicarán las disposiciones de los 
Códigos Civil y de Procedimiento Civil".  
 
4.4.2.3. Consideraciones de la Corte  
 
4.4.2.3.1. Constata la Corporación que los pronunciamientos que la Corte 
Constitucional ha realizado sobre los artículos 10 de la Ley 589 de 2000 y 2 de la 
Ley 986 de 2005, en las sentencias C-400 de 2003 y C-394 de 2007, tienen el 
alcance de cosa juzgada relativa, en la medida en que versaron sobre apartes de 
las respectivas disposiciones que son distintos de los ahora demandados o 
limitaron el alcance del fallo a los cargos analizados, que son distintos de los 
presentados en esta oportunidad. Por consiguiente cabe una decisión de fondo 
sobre los cargos ahora presentados.  
 
4.4.2.3.2. Las disposiciones en las que se encuentran las expresiones 
demandadas en este acápite se han establecido teniendo en cuenta el valor de 
los vínculos de solidaridad y afecto que existen entre quienes son víctima de una 
desaparición forzada, un secuestro o una toma de rehenes, y determinadas 
personas de su entorno personal o familiar, así como de las que existen en razón 
de los lazos de dependencia económica.  
 
Así, aunque de manera expresa, en la Ley 986 de 2005, las disposiciones 
demandadas se presentan como instrumentos de protección de la familia, 
encuentra la Corte que ellas constituyen una respuesta del Estado a situaciones 



que afectan de manera extrema los derechos fundamentales de las víctimas y de 
quienes están en una especial relación de afecto, solidaridad y respeto con ellas. 
La identificación de los destinatarios de las medidas de protección en razón de 
esa especial relación, es una manera de proteger, en primer lugar, a la propia 
víctima, y, de manera complementaria, también a sus allegados.  
 
Tal como se ha puesto de presente en esta providencia, la demanda no se dirige 
a cuestionar el concepto de familia que se desprende la Constitución y, por 
consiguiente, en este caso la Corte se pronunciará, no sobre la expresión 
“familia” contenida en el artículo 2 de la Ley 986 de 2005, que fue la 
expresamente demandada, sino sobre la totalidad de dicho artículo, en cuanto 
que del mismo se desprende una protección a los compañeros o compañeras 
permanentes que no cobijaría a los integrantes de las parejas homosexuales.  
 
En ese contexto encuentra la Corte que, tanto a efectos de determinar los 
destinatarios de las medidas de protección previstas en la Ley 986 de 2005, 
como para establecer las personas que serán llamadas a ejercer la 
administración de los bienes de quienes hayan sido víctimas de los delitos de 
secuestro o de desaparición forzada, la situación de quienes, con vocación de 
permanencia, integran una pareja homosexual, es asimilable a la de los 
compañeros o compañeras permanentes y que no existe razón que explique la 
diferencia de trato que se desprende de las expresiones acusadas del artículo 10 
de la Ley 589 de 2000, y de los artículos 2º y 26 de la Ley 986 de 2005, razón por 
la cual dicha diferencia resulta contraria a la Constitución. 

 


